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Resumen 
Actualmente en Colombia existe una multiplicidad de procesos penales, siendo uno de ellos 
el consagrado en la Ley 906 de 2004. Ahora bien, el desarrollo de estos procesos debe 
atender a una serie de derechos y principios constitucionales y legales que no pueden ser 
desconocidos por las autoridades judiciales entre los que se encuentra el derecho 
fundamental al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política 
colombiana. Dentro del debido proceso se destaca el derecho del sindicado a contar con un 
abogado que garantice el ejercicio de una defensa técnica, en esa medida cabe resaltar que 
los Estados tienen un grado responsabilidad en la organización eficiente, la preparación 
adecuada y el ajuste a los estatutos de la profesión de los abogados litigantes, esto es aún 
más evidente cuando quien comete los yerros es un defensor público, teniendo en cuenta 
que es el estado quien le proporciona el mismo a un sindicado para garantizar un derecho, y 
sin embargo es este mismo quien termina vulnerando el debido proceso del acusado. Asi 
entonces resulta relevante determinar la procedencia de la solicitud de nulidad del proceso 
penal cuando se compruebe que existieron fallas en la defensa técnica por parte del 
abogado defensor que culminan en una defensa jurídica deficiente que es determinante en 
la decisión emitida por el juez. 
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Abstract 
Currently in Colombia there is a multiplicity of criminal proceedings, one of which is 
enshrined in Law 906 of 2004. Now, the development of these processes must meet a series 
of rights and constitutional and legal principles that can not be ignored by the courts. 
judicial authorities among which is the fundamental right to due process enshrined in 
Article 29 of the Colombian Political Constitution. In due process, the right of the accused 
to have a lawyer to guarantee the exercise of a technical defense stands out, to that extent it 
is worth noting that the States have a degree of responsibility in the efficient organization, 
the adequate preparation and the adjustment to the statutes. of the profession of litigating 
lawyers, this is even more evident when the one who commits the mistakes is a public 
defender, bearing in mind that it is the state who provides the same to a syndicate to 
guarantee a right, and yet it is this same person ends up violating the due process of the 
accused. So then it is relevant to determine the origin of the request for nullity of the 
criminal process when it is found that there were flaws in the technical defense by the 
defense lawyer that culminate in a deficient legal defense that is decisive in the decision 
issued by the judge.. 
Keywords: Criminal process, Technical defense, Right to Defense, Negligence, Due 
Process, Material defense. 
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Introducción 
Los procesos penales deben estar revestidos de una serie de garantías que le permitan a las 
partes materializar sus derechos consagrados en la Constitución Política y en herramientas 
de derecho internacional, como la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto 
de San José), la Carta de las Naciones Unidas, entre otras. En el caso concreto de Colombia 
se tomó la decisión de migrar del sistema penal inquisitivo al sistema penal acusatorio para 
mejorar la efectividad, la eficacia, transparencia y los tiempos de investigación y 
juzgamiento.  
Teniendo en cuenta que el sistema penal acusatorio se fundamenta en la justicia penal 
negociada y la realización de un proceso adversarial que propugna por la igualdad de las 
partes durante el proceso penal, y que como lo indican Parada & Orielson, (2005) el 
proceso debe ser dirigido por un juez imparcial e independiente que emitirá una decisión 
con base en el desarrollo de un juicio oral), teniendo el proceso penal que estar sujeto a una 
serie de principios constitucionales y legales que no pueden ser desconocidos por las 
autoridades judiciales (Velandia, 2017).  
Dicho proceso penal como ejercicio del “ius puniendi” a cargo del Estado debe velar por la 
protección de las garantías judiciales de los sujetos sindicados, es decir, en todas las etapas 
de indagación, investigación y juzgamiento de actos de naturaleza penal. Las garantías 
mencionadas anteriormente se encuentran dadas en las normas constitucionales y legales 
del ordenamiento jurídico interno y adicionalmente en herramientas de derecho 
internacional, es decir los tratados que Colombia ha suscrito y ratificado frente a estos 
temas (Bernal & Moya, 2015). 
Un elemento fundamental de ese derecho, en cuanto que lo materializa, es la garantía 
constitucional al debido proceso la cual consagra el derecho a la asistencia de un abogado 
escogido por él procesado, o de oficio. Sin embargo, el sistema punitivo en Colombia a 
pesar de los cambios que presentó con la entrada en funcionamiento del sistema penal 
acusatorio, no ha arrojado los cambios que se pronosticaron y a la fecha se evidencian 
muchas deficiencias en la administración de justicia, congestión de los Juzgados penales, 
falta de infraestructura para el adecuado funcionamiento de los despachos judiciales así 
cómo graves deficiencias en la defensa técnica ejercida por abogados particulares y 
defensores públicos lo que viola categóricamente el derecho fundamental al debido proceso 
de los sindicados.  
En ese entendido para el desarrollo del presente artículo de investigación se analizará el 
derecho fundamental al debido proceso desde la óptica del proceso penal que se lleva 
actualmente en Colombia por lo dispuesto en la Ley 906 de 2004. Procesos que está sujeto 
a una serie de principios constitucionales y legales que no pueden ser desconocidos so pena 
de que se declare la nulidad de todo lo actuado, se afecte la libertad de las personas y se 
desconozcan los elementos fundantes del Estado Social y Democrático de Derecho.  
De acuerdo a los argumentos anteriormente expuestos y considerando que resulta pertinente 
y relevante evaluar si es procedente la nulidad en los casos de que se demuestre que hubo 
defensa técnica deficiente, siendo el problema de investigación objeto de estudio del 
presente artículo determinar si: ¿Se estructura la causal de nulidad por falta de defensa 
técnica en la Ley 906 de 2004 cuando existen deficiencias en el ejercicio de defensa 
técnica? 
Lo anterior en el entendido que la deficiente defensa técnica hace referencia a los errores 
cometidos por el defensor del acusado durante las etapas del procedimiento penal que 
constituyen perdida de oportunidad o agravación de la situación del imputado.  
Metodología 
La metodología utilizada para el desarrollo de este artículo de investigación es de carácter 
formal, desarrollado a partir de un análisis documental descriptivo realizado desde un 
paradigma positivista en la medida que la construcción del articulo tiene su fundamento en 
las normas positivas del ordenamiento jurídico colombiano, a partir de lo que se genera una 
síntesis descriptiva de tipo jurídico. Como fuentes principales se tendrán investigaciones de 
tipo jurídico sobre el tema y jurisprudencia local e internacional concretamente de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.  
  
1. Principios del proceso penal  
Los principios del proceso penal en Colombia se encuentran dados por las normas 
constitucionales, legales y adicionalmente por las normas de derecho internacional que han 
sido plasmadas en tratados que ha suscrito y ratificado el Estado Colombiano.  
Es necesario, hacer énfasis en lo que expresa Ferrajoli (1995) el derecho penal debe 
propender por proteger de forma directa los derechos humanos de los sindicados, en la 
medida en que su finalidad prioritaria, y a su vez criterio de legitimidad interna el 
reconocimiento y respeto de ciertas garantías que funcionan en favor de todo aquel que 
pueda verse hostigado por el sistema penal.  
Asi mismo, debe tenerse en cuenta que la adhesión y ratificación de tratados internacionales 
imponen la obligación a los Estados a cumplir lo preceptuado en los mismos. Como lo 
indican Sotomayor & Tamayo (2017) el principio de integración penal que se encuentra en 
el artículo 2 de la Ley 599 de 2000 señala que las normas sobre Derechos Humanos que se 
encuentran en la Constitución, y en los tratados internacionales se integraran a esta norma.  
En razón de lo anterior, realizaremos una descripción breve de las normas de derecho 
internacional que han hecho referencia a los principios del proceso penal, profundizando en 
lo referente a la defensa técnica para posteriormente entrar a analizar la normatividad en el 
ordenamiento jurídico interno.  
Sobre este tema, varios son los tratados o convenciones que se han referido a los principios 
del proceso penal. Tratando de estructurar un ejercicio del ius puniendi por parte de los 
Estados, que permita el respeto a los derechos de las personas que se encuentran sindicadas 
(Peña, 2016). 
En ese sentido podemos iniciar analizando la Declaración de los Derechos del hombre y del 
Ciudadano que se refirió al tema explícitamente en su artículo 7
3
 que indica que nadie 
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 Artículo 7. Ningún hombre puede ser acusado, arrestado y mantenido en confinamiento, excepto en los 
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podrá ser privado de su libertad, acusado o arrestado sin las exigencias que haya 
determinado la ley en cada Estado. Asi mismo el artículo 8
4
 hace referencia a lo que 
actualmente se conoce como el principio de legalidad, bajo el cual las personas puede ser 
juzgada sólo según las normas preexistentes. Y por último el artículo 9 se refiere a la 
presunción de inocencia de los sindicados (Falls, 1995).  
Igualmente podemos observar el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
5
 de 
1966 que en su artículo 9
6
 expresa claramente los derechos de las personas privadas de la 
libertad, el derecho a que su proceso sea tramitado sin demoras injustificadas, y 
adicionalmente indica que la privación injusta de la libertad es un daño que deberá ser 
reparado por el Estado integralmente.  
También debe traerse a colación la Convención Americana Sobre Derechos Humanos 
(Pacto de San José), la cual retoma en su texto, concretamente en el artículo 8
7
 un aparte 
sobre garantías judiciales que deberán operar en los países miembros. Lo anterior, 
entendiendo en gran medida la importancia que reviste que la persona acusada, pueda 
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 Artículo 9 
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser sometido a detención 
o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo 
al procedimiento establecido en ésta. 
2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y 
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3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un 
plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no 
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4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un 
tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si 
la prisión fuera ilegal. 
5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación. 
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 (…) d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y 
de comunicarse libre y privadamente con su defensor;  
 e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según 
la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo 
establecido por la ley; (…) 
entender los cargos que se le imputan, y los pormenores del proceso judicial de acuerdo a 
las normas penales de su país (Olaya, 2004) 
Por su parte, el ordenamiento jurídico colombiano ha retomado estas garantías procesales 
plasmándolas en su ordenamiento interno, centrándonos en este punto en el derecho a la 
defensa técnica consagrada dentro del derecho al debido proceso; como lo indica Agudelo 
(2005) el debido proceso en actuaciones judiciales es un derecho fundamental que está 
compuesto por una serie de garantías para las personas.  
Este hace parte del grupo de derechos de primera generación consagrados en la 
Constitución Política de 1991 y cuenta con especiales medios de protección como lo es la 
acción de tutela. Entre las garantías que consagra el debido proceso tenemos el principio de 
legalidad, la presunción de inocencia, el plazo razonable, el derecho a la contradicción, el 
derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado, entre otros consagrados en el artículo 
29 de la Carta Política.  
La Corte Constitucional se ha referido al debido proceso de la siguiente manera: 
El derecho al debido proceso tiene una doble connotación, la primera derivada de la 
Carta de Política, denominado debido proceso constitucional y el segundo que emerge 
de la labor desarrollada por el legislador, denominado sencillamente debido proceso. 
Lo anterior, también encuentra sustento en instrumentos internacionales que hacen 
parte del bloque de constitucionalidad tales como el Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En materia penal esta 
garantía reviste especial importancia, teniendo en cuenta los bienes jurídicos que se 
encuentran en juego. Por lo anterior, es necesario que en el momento de adoptar una 
decisión el juez cuente con todos los elementos de juicio que le permitan establecer la 
responsabilidad o la inocencia del sindicado. De allí la relevancia de garantizar su 
participación activa o representación dentro del proceso. El derecho a la defensa como 
parte del debido proceso, está comprendido como la facultad con la que cuenta la parte 
acusada dentro de un proceso, para disponer de asistencia técnica, bien a través de un 
profesional escogido por él o a través de uno asignado por el Estado, a ser informado a 
través de la notificación de las etapas del proceso, solicitar y controvertir pruebas, así 
como la posibilidad de instaurar recursos y elaborar así una sólida teoría del caso 
(Corte Constitucional, Sentencia T-508, 2011).  
En consonancia con lo anterior Camargo (2013) indica que al extenderse en el significado 
del debido proceso se debe mencionar que dicho derecho se puede subdividir a su vez en 
otra serie de derechos y/o principios que hacen parte del mismo, y que también pueden o no 
consagrarse normativamente en el ordenamiento jurídico interno y en los tratados 
internacionales. Tales derechos podrían incluir la libertad, igualdad, imparcialidad, 
favorabilidad, derecho a la defensa, entre otros.  
Al hacer referencia en concreto al derecho a la defensa, se entiende el mismo como la 
necesidad de que la persona sindicada pueda contar con un abogado que garantice una 
defensa técnica eficiente en todas las etapas procesales. De modo que pueda el imputado 
entender oportunamente los derechos y deberes de este en cada etapa procesal del 
procedimiento penal en curso.  
Al respecto Hernández (2013) indica lo siguiente 
Una de las finalidades del derecho garantista, es que todo inculpado se encuentre 
asistido y defendido por un profesional del derecho desde las primeras diligencias 
hasta la conclusión del juicio. Por ello, si no puede designar un defensor, el Estado le 
proporcionará uno público. Ahora bien, se entiende que por solo ese acto se goza de 
una defensa legal, sin embargo, resulta de suma importancia distinguir que el derecho 
de gozar de un defensor tiene dos vertientes, el primero, el que le sea otorgado el 
derecho de designar a su defensor como lo es un profesionista abogado, pero la 
segunda vertiente que es la más trascendental y que adquiere en el proceso mayor 
significación, es que ese defensor esté debidamente capacitado para defenderlo (p.36). 
En razón de lo expuesto anteriormente y considerando que en Colombia desde la audiencia 
inicial del proceso penal se plantean elementos de justicia negociada como la aceptación de 
cargos, el principio de oportunidad, la imposición de medida de aseguramiento e 
imputación de cargos, es evidente la necesidad de que desde la etapa inicial del proceso 
penal el sindicado cuente con una defensa técnica de un abogado que lo representa y 
defienda sus intereses.  
Este tema será tratado a continuación para profundizar sobre los aspectos fundamentales del 
derecho a la defensa en el proceso penal en Colombia. 
2. Derecho a la defensa técnica en el proceso penal en Colombia 
En Colombia el artículo 29 de la Constitución Política evidencia como uno de los aspectos 
del derecho al debido proceso el derecho a tener una defensa técnica dentro del proceso 
judicial. Asi mismo se ha dispuesto en los ordenamientos jurídicos de otros países 
guardando concordancia con las normas contenidas en los Tratados y Convenios 
Internacionales. 
Asi como lo indica Velásquez (2008) la Declaración Universal de Derechos Humanos ha 
expresado el derecho de toda persona acusada de delito a un juicio público en el que le 
hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. De igual manera en el 
Convenio de Roma se hace referencia de manera más concreta al derecho a la defensa bien 
sea por sí mismo en los casos que sea posible o a ser asistido por un defensor de confianza 
y en el caso de que no tenga los medios económicos ser asistido gratuitamente por un 
abogado de oficio. 
Ahora bien, en el ámbito del derecho interno la Corte Constitucional se ha referido al 
derecho a la defensa técnica de la siguiente manera: 
La defensa adquiere especial trascendencia en el ámbito penal, donde el proceso que se 
adelanta no sólo debe ser concebido como un medio para castigar, sino que también 
cumple su finalidad cuando se llega a la absolución una vez agotadas las instancias y el 
debate probatorio respectivo. Por ello debe ser diseñado de manera que ofrezca al 
implicado todas las herramientas para el pleno ejercicio de su derecho de 
contradicción, a fin de demostrar la inexistencia de los hechos imputados o la ausencia 
de responsabilidad. En este marco, para controvertir la actividad acusatoria del Estado 
el ordenamiento prevé dos modalidades de defensa que no son excluyentes sino 
complementarias. De un lado, la defensa material, “que es la que lleva a cabo 
personalmente el propio imputado y que se manifiesta en diferentes formas y 
oportunidades”. De otro, la defensa técnica, “que es la ejercida por un abogado, quien 
debe desplegar una actividad científica, encaminada a asesorar técnicamente al 
imputado sobre sus derechos y deberes (Corte Constitucional, Sentencia C-069, 2009). 
 
Como lo indica Manco (2012) la defensa técnica revista una especial importancia en el 
derecho al debido proceso considerando que esta permite al sindicado contar con una 
asistencia especializada en materia penal que le permita gestionar de manera idónea sus 
intereses.  
De igual manera esta corporación considera que el ejercicio de la defensa penal se compone 
de la defensa material y la defensa técnica. La defensa material hace referencia a la aquella 
que ejerce directamente el sindicado, por otra parte, la defensa técnica por su parte se 
refiere a la defensa que es ejercida por parte de un abogado en nombre de su apoderado, 
este abogado puede ser un defensor de confianza escogido por el sindicado, o un defensor 
público asignado de oficio por el Estado a través del sistema de defensoría pública (Bernal 
& Montealegre, 2013).  
En este punto es necesario resaltar que los estados tienen un grado responsabilidad en la 
organización eficiente, la preparación adecuada y el ajuste a los estatutos de la profesión de 
los abogados litigantes, esto es aún más evidente cuando quien comete los errores es un 
defensor público, teniendo en cuenta que es el estado quien le proporciona el mismo a un 
sindicado para garantizar un derecho, y sin embargo es este mismo quien termina 
vulnerando el debido proceso del acusado (Camargo, 2013). 
Cabe resaltar que desde la etapa inicial del proceso el procesado debe contar con la defensa 
técnica de un abogado que lo representa y defienda sus intereses. Con el fin de que desde el 
comienzo del proceso estén dadas todas las garantías para el sindicado de acceder a las 
figuras de justicia penal negociada.  
Al respecto también la Corte suprema de justicia se ha referido al derecho a la defensa 
técnica afirmando lo siguiente: 
La asistencia jurídica procesal por un profesional del derecho calificado, hace parte de 
las garantías fundamentales que se enmarcan en el artículo 29 de la Constitución 
Política nacional; en el canon 8, numeral e) de la Ley 906 de 2004; en el precepto 14, 
numeral e) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y; en la disposición 
8ª, numeral 2º, literales d) y e) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
pactos internacionales aprobados en el orden interno por las Leyes 74 de 1968 y 16 de 
1972, respectivamente. Jurisprudencialmente, se ha reiterado que el derecho a la 
defensa “constituye una garantía de rango constitucional, cuya eficacia debe ser 
vigilada y procurada por el funcionario judicial,”, que se caracteriza por ser intangible, 
real o material y permanente. La intangibilidad se predica de su carácter de 
irrenunciable, por cuanto debe el procesado designar un abogado de confianza y, en 
caso de que éste no pueda o no quiera, es obligación ineludible del Estado asignarle un 
defensor de oficio o público (Corte Suprema de Justicia, Sentencia SP154-2017, 2017).  
Esta sentencia busca evidenciar la importancia de la asistencia jurídica de la persona 
sindicada, haciendo énfasis en que la misma se constituye en una garantía fundamental 
enmarcada en preceptos constitucionales y convencionales que Colombia ha integrado a su 
ordenamiento jurídico mediante el bloque de constitucionalidad.  
Es evidente como se puede observar que en Colombia el derecho a la defensa técnica se 
considera como una garantía fundamental del sindicado dentro del proceso penal. Sin 
embargo, es necesario establecer la importancia de esta garantía en Colombia para 
determinar si podría presentarse nulidad de un proceso derivado de una defensa técnica 
ineficiente.  
3. Falencias en el derecho a la defensa técnica. 
En la sentencia T-106 de 2005 se explica que el derecho a la defensa técnica se materializa 
“ con el nombramiento de un abogado por parte del sindicado (defensor de confianza), o 
bien mediante la asignación de un defensor de oficio nombrado por el Estado, de quienes se 
exige en todos los casos, en consideración a su habilidad para utilizar con propiedad los 
medios e instrumentos de defensa previamente instituidos, adelantar una actuación diligente 
y eficaz, dirigida asegurar no solo el respeto por las garantías del acusado, sino también a 
que las decisiones proferidas en el curso del proceso se encuentren ajustadas al derecho y a 
la justicia.  
Como lo asegura Ardila (2004) la defensa técnica dentro del modelo con tendencia 
acusatoria cumple con el principio de igualdad de armas, de la misma forma distintas 
sentencias de la corte constitucional le han dado a la defensa técnica un carácter esencial 
dentro del desarrollo del derecho a la defensa y al debido proceso y de su garantía dependen 
la garantía de otros derechos tales como la igualdad de oportunidades e instrumentos 
procesales. 
Asi mismo, la Corte Constitucional ha estipulado en la sentencia C-069 de 2009 ya citada 
que cada defensor es autónomo en el diseño de la defensa de su cliente, por lo que se deben 
considerar los casos específicos y las circunstancias que presente la persona que es 
sindicada y a la cual se encuentra defendiendo. Menciona esta corporación diversas 
estrategias metodológicas entre las que se destacan: 
(i) la defensa directa, donde el abogado plantea una postura con fundamento en la 
prueba positiva y con base en ella desarrolla sus argumentos de descargo; (ii) la 
defensa indirecta, donde el abogado cuestiona las pruebas del adversario para 
desestimar su valor y mostrar la falta de solidez de la acusación, aunque sin aportar 
nuevos elementos de juicio; (iii) la defensa por excepciones, donde el reproche está 
centrado en las deficiencias de orden procesal relacionadas con la acción, los actos o 
las personas que intervienen en el proceso. El silencio también puede ser interpretado 
como una estrategia legítima de defensa en procura de los intereses del sindicado, 
cuando responde a una táctica previamente ponderada y cuidadosamente examinada 
por el defensor (Corte Constitucional, Sentencia C-096, 2009).  
Por su parte la Corte Suprema de Justicia en repetidas ocasiones ha reiterado que el derecho 
a la defensa técnica tiene tres características; siendo estas la intangibilidad, el carácter 
material y la permanencia. La intangibilidad se relaciona con la irrenunciabilidad del 
derecho a la defensa técnica, por esto en caso de que el imputado no escoja un abogado o 
no tenga como pagarlo el Estado deberá brindarle uno de oficio (Corte Suprema de Justicia, 
2016).  
El carácter material por su parte hace referencia a que la sola presencia del defensor no 
garantiza el cumplimiento de la defensa técnica, para que este se vea desarrollado se 
requieren acciones positivas por parte del defensor encaminados a realizar la defensa del 
imputado, finalmente la permanencia conlleva a que el ejercicio de defensa se sostenga 
durante todo el proceso sin ninguna limitación. 
Adicionalmente a esto la ley y la jurisprudencia nacional le han otorgado a cada abogado la 
autonomía para diseñar de forma libre la defensa de su cliente, utilizando cada una de las 
herramientas que le brinda el ordenamiento jurídico ajustando las mismas al caso que le ha 
sido entregado.  
Como lo indica Correa (2008) dentro de las estrategias posibles que puede utilizar el 
defensor está en primer lugar la defensa directa donde se plantean los argumentos de 
descargo con base en una prueba. Así mismo se encuentra la defensa indirecta, donde el 
cuestionamiento de las pruebas presentadas por el ente acusador es protagonista, y se busca 
como finalidad contrarrestar el valor de las mismas. Finalmente, está la defensa por 
excepciones, donde el reproche principal se centra en las falencias de carácter procesal 
existentes dentro del proceso, falencias relacionadas a las acciones, los actos o las personas 
intervinientes en el proceso.  
Sin embargo, un estudio realizado por la universidad de Nariño revela que en el caso 
colombiano durante el proceso se evidencia una desigualdad de armas entre en el ente 
acusador y los defensores. Para este estudio se entrevistaron abogados que han ejercido 
como apoderados de imputados dentro de procesos penales y se llegaron a varias 
conclusiones. La primera de ellas hace referencia a que “Las etapas en las que se presentan 
mayores desventajas frente al ente acusador, en opinión de los abogados, corresponde a las 
audiencias preliminares de legalización de la captura, formulación de la imputación y 
medida de aseguramiento (Aguilar, Marcucci, & Angarita, 2015).  
Lo anterior quiere decir que los preceptos legales y jurisprudenciales le han otorgado a cada 
abogado la autonomía para diseñar de forma libre la defensa de su cliente, utilizando cada 
una de las herramientas que le brinda el ordenamiento jurídico ajustando las mismas al caso 
que le ha sido entregado. 
Subsiguientemente se hará referencia al concepto de error en la defensa técnica de una 
persona imputado, teniendo en cuenta que una cosa es el error en la defensa técnica y otra 
cosa la falta de la misma, lo anterior teniendo en cuenta que cuando se habla de un error, si 
bien ha se ha garantizado la asistencia de un abogado, el mismo no tiene las aptitudes 
requeridas para actuar en el caso concreto. Con el fin de determinar cuáles pueden 
considerarse como tal y por lo tanto admitirse como causales de nulidad dentro del proceso 
penal.  
3.1 Concepto de error en la defensa técnica del imputado: 
La Corte Suprema de Justicia (2006) ha reiterado a través de su jurisprudencia
8
 que el 
derecho a la defensa constituye una garantía de rango constitucional, cuya eficacia debe ser 
vigilada y procurada por el funcionario judicial. Asi mismo ha dejado claro que el derecho 
a la defensa técnica implica la asistencia letrada y permanente, pues debe ser 
ininterrumpida durante el transcurso del proceso, es decir, tanto en la investigación como 
en el juzgamiento. Por tanto, la no satisfacción de cualquiera de estas características, al ser 
esenciales, deslegitima el tramite cumplido e impone la declaratoria de nulidad, una vez 
evidenciada y comprobada su trascendencia.  
Asi entonces, para invocar la violación del derecho a la defensa en sede de casación es 
necesario que quien invoca esta causal enuncie las pruebas que dejaron de practicarse por 
omisión del abogado defensor, y la importancia de las mismas dentro del proceso, también 
la exposición de una argumentación pertinente que permita evidenciar la incidencia de la 
defensa en la decisión del juez. 
En este sentido la Corte Suprema de Justicia (2016) ha expresado las consecuencias de la 
falta de aptitud del abogado dentro del proceso penal, indicando lo siguiente: 
No puede dejarse a un lado que la violación al derecho a una defensa técnica fue el 
resultado de la ineptitud por parte del abogado que la ejerció, pero también de la falta de 
vigilancia y corrección de la juez de conocimiento en el aseguramiento de las garantías 
fundamentales del acusado. Recuérdese que son deberes del funcionario judicial el de 
salvaguardar los derechos de todos los intervinientes en el proceso
9
 dejando constancia, 
inclusive, del cumplimiento de esa garantía
10
, y el de corregir los actos irregulares.  
Por ultimo cabe resaltar que no todas las diferencias que se tengan respecto a las tesis de 
defensa asumidas por el abogado configuran la violación del derecho a la defensa 
técnica. Ya que como lo indica la Corte Suprema de Justicia (2017) ha expresado que la 
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 Ver sentencias CSJ. SP. de 19 de octubre de 2006, Rad. 22432, y CSJ. SP. de 11 de julio de 2007, Rad. 
26827. 
9
 Artículo 138, numeral 2, del C.P.P./2004 
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 Artículo 139, numeral 6, ibídem 
violación al derecho a la defensa real o material, se configura cuando pueda probarse el 
completo estado de abandono del defensor, esto es, una situación de indefensión 
generada por la inactividad categórica del abogado, por lo que no basta, de cara a la 
prosperidad del cargo, la simple convicción de que la asistencia del profesional del 
derecho pudo haber sido mejor.  
3.2 Causas de nulidad por defensa técnica deficiente:  
Las falencias concretas que se pueden presentar en la relación del defensor y el 
sindicado, han sido esbozadas de manera concreta por la doctrina que hace referencia a 
varios errores que se presentan en dicha relación y se concretan en una mala defensa 
penal.  
Pérez (2017) indica que la mala o nula comunicación entre el defensor y su defendido 
genera una serie de posiciones encontradas frente a los argumentos y la forma de 
defensa ejercida por el abogado. Asi mismo se considera un hecho generador de una 
mala defensa penal la omisión de los abogados en los controles de las etapas del proceso 
penal, y de diligencias a surtir dentro del mismo. Por último, se hace referencia a la poca 
diligencia para allegar material probatorio y el error en la elección de la tesis de defensa 
de fondo. 
En este punto es necesario resaltar que los estados tienen un grado de responsabilidad en 
la organización eficiente, la preparación adecuada y el ajuste a los estatutos de la 
profesión de los abogados litigantes, esto es aún más evidente cuando quien comete los 
fallas es un defensor público, teniendo en cuenta que es el estado quien le proporciona el 
mismo a un sindicado para garantizar un derecho, y sin embargo es este mismo quien 
termina vulnerando el debido proceso del acusado. 
En referencia a la nulidad del proceso penal en los casos de defensa técnica deficiente 
Fernández & Gutiérrez (2012) han expresado que teniendo en cuenta que la defensa 
técnica es un derecho constitucional y convencional debe entrar a regir desde el 
momento mismo de la imputación de cargos y subsistir durante la duración del proceso 
penal. Teniendo en cuenta que de la actuación del defensor y su diligencia depende el 
derecho fundamental a la libertad del acusado, la ineficiencia en el ejercicio de esta labor 
debe configurar una nulidad dentro del proceso penal.  
Al Respecto, la Corte Suprema de Justicia ha indicado que la defensa técnica “constituye 
una garantía de rango constitucional, cuya eficacia debe ser vigilada y procurada por el 
funcionario judicial” y que se caracteriza por ser intangible, real o material y 
permanente.  
Asi mismo ha dejado por sentado que el derecho del acusado a una defensa técnica real 
únicamente puede restablecerse mediante la anulación parcial del proceso, conforme lo 
establece el artículo 457 del C.P.P., ley 906 de 2004, sin que esa lesión sea subsanable 
en virtud de los principios de instrumentalidad de las formas, de protección o de 
convalidación porque se trata de una garantía fundamental.  
Teniendo en cuenta la deficiencia del sistema de defensoría pública en Colombia, es válido 
que identifique los casos en los cuales los abogados no han desempeñado el ejercicio de sus 
funciones de manera adecuada, por desconocimiento de las normas y procedimientos que 
hacen que sus actuaciones sean equivocadas, desacertadas y equivocadas, por lo que genera 
una evidente indefensión del sindicado. 
Conclusiones 
La causal de nulidad por deficiente defensa jurídica si se estructura en el caso del proceso 
penal colombiano de acuerdo a los dispuesto en la Ley 906 de 2004, esta tiene su 
fundamento en la garantía del debido proceso (Campbell, 2007).  
Asi entonces, esta no solo se constituye cuando el sindicado no tiene la posibilidad de 
contar con un abogado que lo asista a lo largo del proceso penal, sino también en los casos 
que dicha asistencia sea deficiente. 
Teniendo en cuenta que en Colombia la Constitución Política de 1991 y diversos tratados 
internacionales suscritos y ratificados por el país, han consagrado de manera taxativa el 
derecho a la defensa técnica de los individuos sindicados en un proceso judicial, es deber 
del Estado y de las instituciones velar porque los defensores públicos y privados cumplan 
con sus deberes y hagan uso de las herramientas que la ley ha dispuesto para presentar los 
argumentos de defensa de su representado. 
Por lo tanto la defensa técnica deficiente genera nulidad del proceso penal teniendo en 
cuenta que configura una violación al derecho constitucional y convencional al derecho a la 
defensa. Asi lo ha expresado la Corte Suprema de Justicia quien ha hecho énfasis en la 
importancia de que la defensa sea idónea y despliegue sus argumentos de defensa 
oportunamente, soportado en la legislación existente. Por lo tanto cuando el abogado 
desconoce sus obligaciones y es deficiente en su actuar, debido a que se hace evidente el 
desconocimiento absoluto del proceso penal y las normas relativas al mismo, por lo tanto, 
sus actuaciones son torpes, desacertadas y equivocadas, lo que genera una evidente 
desigualdad respecto de las partes del proceso penal (Prieto, 2003). 
La falta de aptitudes del defensor vulneran lo que se considera como defensa técnica 
teniendo en cuenta que no se despliegan las acciones necesarias dentro del proceso penal 
que permitan que el sindicado pueda controvertir las pruebas y aportar las que tenga en su 
poder para desvirtuar la teoría de la comisión de un delito.  
Asi entonces la jurisprudencia ha indicado que se considera entonces deficiente el actuar 
del abogado cuando se logra probar que dentro del proceso existió abandono del defensor, 
esto es, una situación de indefensión generada por la inactividad categórica del abogado, 
por lo que no basta, de cara a la prosperidad del cargo, la simple convicción de que la 
asistencia del profesional del derecho pudo haber sido mejor. 
De igual manera teniendo en cuenta que en Colombia los jueces están presentes en el 
desarrollo de las audiencias, tienen la posibilidad de advertir los errores que se presenten en 
el desarrollo de la misma e identificar las deficiencias que pueden existir en el ejercicio del 
derecho a la defensa técnica del imputado, para evitar posteriormente la nulidad del mismo.  
Por lo tanto, la idoneidad y el conocimiento del abogado de las normas penales permiten 
que se desplieguen las acciones necesarias y conducentes que puedan demostrar la 
inocencia del sindicado, teniendo en cuenta que el derecho constitucional a la defensa 
técnica no se satisface por completo cuando el imputado esta asistido por una abogado, ya 
que sumado a lo anterior se debe demostrar que se ejerció una defensa real o material, lo 
que se hace mediante las acciones desplegadas por el abogado. 
Lo anterior teniendo en cuenta que el principio de contradicción debe considerar una 
igualdad entre las partes para que no se vulnere el debido proceso, asi entonces, debe 
demostrarse que la defensa está capacitada en debida forma y cuenta con el conocimiento 
adecuado para debatir lo expuesto por la parte acusadora. 
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